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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 

SCI-777-2008

06 de noviembre del 2008

	A:
	MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector

	
	Ing. Warner Chaves, Presidente del Directorio de la AIR

	
	Ingra. Ivonne Vásquez, Profesora del ITCR

	
	Lic. Isidro Álvarez, Auditor Interno

	
	

	
	

	DE:
	Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional 



	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2585, Artículo 10, del 06 de noviembre del 2008.  Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de trato en el ITCR (previsto en el Estatuto Orgánico, Artículo 18 inciso k), interpuesta por la Profa. Ing. Ivonne Vásquez Esquivel en contra del Rector MSc. Eugenio Trejos Benavides


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:

ANTECEDENTES: 
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió memorando sin referencia con fecha 23 de setiembre del 2008, suscrito por la Profesora Ivonne Vásquez Esquivel, de la Escuela de Administración de Empresas, en el cual remite “Denuncia Formal: Violación al Principio de igualdad de trato en el ITCR”, con el fin de que sea analizada en el pleno del Consejo Institucional.

2. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2577 celebrada el 25 de setiembre del 2008, trasladó a la Comisión de Planificación y Administración el tema para que fuera analizado por la Comisión y posterior respuesta a la solicitante.

3. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 26 de setiembre del 2008, conoció la denuncia interpuesta por la Profesora Ivonne Vásquez y dispuso mediante oficio SCI-657-2008, remitir copia del tema en mención y solicitar el respectivo criterio a la Licda. Maureen Reid V., Asesora Legal del Consejo Institucional, con el fin de tomarlo como insumo para la decisión por parte de la Comisión.

4. En la Reunión celebrada el 3 de octubre del 2008, la Comisión de Planificación y Administración da audiencia a la Profesora Vásquez, con el fin de conocer la motivación de traer este tema al Consejo Institucional.
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5. En esa misma reunión se recibió al Coordinador de la Comisión de Salud Ocupacional, Sr. Dagoberto Solano, con el fin de conocer las razones por la cual esta Comisión autorizara de manera temporal -por tres meses- el uso de un espacio físico, aparentemente no apto para que a la Profesora Vásquez, se le ubique la oficina, en razón de las mejoras que se están realizando al edificio de la Escuela de Administración de Empresas.  

6. Mediante oficio SCI-676-2008, con fecha 3 de octubre del 2008, se solicita al Sr. Dagoberto Solano S., Coordinador de la Comisión de Salud Ocupacional, la documentación que generó dicha autorización temporal de uso de espacio físico, así como la autorización dada por la Comisión de Salud Ocupacional, respecto a este tema. 

7. Mediante Oficio CSO-34-2008, con fecha 7 de octubre del 2008, el Sr. Dagoberto Solano S., Presidente de la Comisión de Salud Ocupacional, remite las notas VIDA-55-2008, del 29 de enero del 2008 y CSO-05-2008, del 11 de febrero del 2008, referente al caso de la Oficina asignada a la Sra. Ivonne Vázquez, Profesora de la Escuela de Administración de Empresas, para así atender la solicitud planteada por parte de la Comisión de Planificación y Administración. 
8. Mediante Oficio IVE-71-2008, con fecha 24 de octubre  del 2008, la Sra. Ivonne Vásquez, presenta formal renuncia al plazo de un mes para que el Consejo Institucional atienda su denuncia y voluntariamente acepta que el mismo se prorrogue hasta por quince días más, en razón de presentar información adicional al caso.

9. La Secretaría del Consejo Institucional recibió memorando IVE-91-2008,  con fecha 3 de noviembre del 2008, suscrito por la Profesora Ivonne Vasquez E., de la Escuela de Administración de Empresas, en el que remite adición y aclaración de la denuncia interpuesta por su persona denominada: “Violación al principio de igualdad de trato en el ITCR”, a la Comisión de Planificación y Administración, con el fin de que sea tomado como insumo en el análisis de su caso. 
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RESULTANDO: 

1. El Artículo 4, inciso i, del Reglamento del Consejo Institucional, hace referencia a que los miembros del Consejo Institucional tienen el deber de “Abstenerse de participar en la discusión y votación de asuntos donde medien intereses que potencialmente se constituyan en un riesgo para la imparcial y correcta toma de decisiones y actuaciones”.
En el caso que nos ocupa, en la situación que ha sido sometida a análisis y resolución por parte del Consejo Institucional, se presenta un claro “conflicto de intereses” en la persona del MSc. Eugenio Trejos Benavides, funcionario que desempeña simultáneamente dos cargos, a los cuales el Estatuto Orgánico les encomienda ejercer funciones, que en el caso que nos ocupa, se encuentran claramente en contradicción:

a. El cargo de Rector: cargo definido por el Artículo 23 del Estatuto Orgánico como “el funcionario de más alta jerarquía ejecutiva del ITCR” cuyas actuaciones son impugnadas en la presente denuncia.

b. El cargo de Presidente del Consejo Institucional: cargo como conductor del “órgano directivo superior del ITCR”, órgano definido por el Artículo 14 del Estatuto Orgánico, al cual le corresponde resolver la impugnación de su actuar en su calidad de Rector del Instituto.

2. La denunciante interpone formal denuncia ante el Consejo Institucional, por Violación al Principio de Igualdad de Trato en el ITCR, fundamentada en el Artículo 18 inciso k del Estatuto Orgánico el cual dispone que “… Son funciones del Consejo Institucional… Velar por el trato justo a todos los miembros de la comunidad del Instituto…”.  

Dado que esta es una competencia impuesta al Consejo Institucional, por vía estatutaria, a la cual no puede renunciar de manera unilateral, este órgano se encuentra en el deber ineludible de dar curso a esta solicitud, de manera exclusivamente a lo que concierne con la salvaguarda del “Trato Justo”.

3. Esta denuncia se interpone formalmente ante el Consejo Institucional, al cual se le solicita traslado de algunos tópicos a la Asamblea Institucional Representativa, para que dicho órgano analice y rinda criterio sobre la resolución RR-191-2008, su legalidad y demás aristas del tema mediante un responsable y efectivo control jerárquico institucional, debido a que la Asamblea Institucional es el superior jerarca del denunciado en materia disciplinaria.
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4. La denunciante  fundamenta su denuncia en la violación del Principio de Igualdad, consagrado en el artículo 33 de la Carta Magna que reza “…Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana…”, numeral en el que se basa el Artículo 18 inciso k estatutario, cuya inobservancia redunda en una desobediencia al “Trato Justo”.
5. En la ampliación de la denuncia, la gestionante apunta: “…la denuncia planteada hace del conocimiento de ustedes las actuaciones de otros funcionarios del ITCR, además de la del Señor Rector, las cuales  considero irregulares y no ajustadas a derecho, con el fin de que éstas también sean investigadas y de que se determinen también las responsabilidades disciplinarias, civiles o de otro tipo que correspondan sobre los presuntos responsables. Uno de estos presuntos responsables, como mencioné, es el Señor Rector, pero también todos los otros funcionarios mencionados en mi denuncia, pues considero que sus actuaciones violentaron, en mi perjuicio, los principios de equidad y justicia del debido proceso legal y constitucional, causándome daños de una gran gravedad en todas las esferas de mi vida…”
6. La denunciante expone su argumentación con auxilio de un cuadro comparativo en el cual detalla minuciosamente las diferencias entre el trato recibido por ella ante una presunta falta disciplinaria, y el trato dado al Lic. Segnini Villalobos por una falta del mismo tipo presuntamente cometida.
Se presume que el trato dado al Lic. Segnini ante la falta disciplinaria presuntamente cometida se fundamenta en la renuncia, por su propia decisión, al “Debido Proceso Legal”, razón por la cual se le dio una sanción automática que ya se encuentra “finalizada”.  Sin embargo, en el caso de la denunciante, esta no contó con dicho beneficio.

7. Los argumentos principales en que la denunciante formula su planteamiento al Consejo Institucional, son los siguientes:
a. El 18 de agosto del 2008, la MBA. Deyanira Meza Cascante, funcionaria de la  Auditoria Interna Institucional, solicita al superior inmediato del Lic. Carlos Segnini Villalobos, el Sr. Trejos Benavides que dicte un auto de apertura de procedimiento disciplinario contra éste, sobre presuntos hechos que en grado de probabilidad podrían ser tipificados como injurias y calumnias.  En respuesta, por tales hechos el Rector sanciona automáticamente al jerarca de la Asesoría Legal con 3 días de suspensión sin goce de salario, que estaban comprendidos del 27 al 29 de agosto del 2008.

COMUNICACIÓN DE ACUERDO

Sesión Ordinaria No. 2585, Artículo 10, del 06 de noviembre del 2008

Página 5

b. No obstante, también en el caso personal de la denunciante, a ésta se le siguió un proceso de orden disciplinario por los presuntos delitos de injurias y calumnias contra el actual Director de la Escuela de Administración de Empresas, hechos por los cuales luego de dispensársele por “buena fe”, el “favor de no despedirla”, se le aplicó como sanción “Una suspensión sin goce de salario por un lapso de 6 meses, dándose traslado a la Junta de Relaciones Laborales, acorde con lo preceptuado en le ordinal 39 de la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas”.  Esta sanción le fue notificada por el Vicerrector Dagoberto Arias Aguilar, quien sustituía en ese momento al Sr. Trejos Benavides.  La sanción la hace efectiva el Sr. Trejos Benavides a través de la entrega de la acción de personal ante la Junta de Relaciones Laborales. 

8. El siguiente cuadro comparativo expone las diferencias señaladas por la denunciante en el trato brindado por el mismo jerarca, el Sr. Trejos Benavides, mediante el cual pone en evidencia el trato totalmente opuesto dado al  Lic. Segnini Villalobos y a ella. 

a. Hechos imputados en ambos casos

	Licenciado Carlos Segnini Villalobos
	Profesora Ivonne Vásquez Esquivel

	i. Haber incurrido en el delito de “desviación de poder” cuando dice: “La actuación de esta señora es desviación de poder, es una falta muy grave. No estaba investida para este acto, eso aparte de la imprudencia y falta de tacto, visión, roce y mundo que se necesita para manejar asuntos internacionales que es evidente ni esta señora ni creo el señor auditor entienden ni tienen.”

ii. Ejecutar mi trabajo con incapacidad e ineficiencia, cuando dice: “Personas así le hacen mucho daño a la institución y es evidente el desprestigio que nos (sic) esta causando. Como ven en el correo del señor Fernández, muchas veces se deben obviar aspectos legales menores para completar proyectos con éxito.” (el resaltado no es del original).


	Ver folios del 026 al 029 del expediente disciplinario 02-2007:

i. En la sesión del Consejo de Escuela del 25 de enero de 2007, artículo 7, punto 6, párrafo segundo “La profesora Ivonne Vásquez consulta al Señor Martínez, cual es el porcentaje de su carga que se asignará a capacitación interna de Recursos Humanos. El Máster Martínez le responde que el porcentaje es un 75%. La profesora Vásquez le expresa que se opone a su carga académica pues considera que esto es una desviación a su plaza, ya que ella fue contratada como docente, y le indica al señor Martínez que su actual situación académica es tráfico de influencias, e indica que este Consejo actúa irracionalmente complaciente a la Dirección de la Escuela.” 

ii. En la sesión del Consejo de Escuela del 25 de enero de 2007, artículo 7, punto 6, párrafo segundo la profesora Ivonne Vásquez le dice al Profesor Oscar Chacón “que el MSc Mauricio Monge le dijo que 
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	iii. Realizar acciones en contra del interés institucional, cuando afirma: “Paren esto y de verdad defendamos esta Universidad de quiénes no tiene visión, ni verdadero amor institucional sino mero afán de protagonismo estúpido y sin sentido./Que Isidro discipline a esta señora a ver si barre parejo.”
	Oscar Chacón le había dicho una vez que con el director José Martínez había que hacer lo que él dijera, porque si no uno se podía quedar sin recargo y hasta sin trabajo, y que a esto se refería ella cuando hablaba de complacencia con los deseos del Director Martínez.

iv. En nota IVE-003-2007, la profesora Ivonne Vásquez le manifiesta al director Martínez “A raíz de que mis cosas personales, de materiales didácticos y de equipo de cómputo fueron sacados de oficina en el edificio administrativo de la Escuela A.E., mientras me encontraba incapacitada debido a una persecución laboral de su parte y fueron trasladadas en cajas y bolsas plásticas a una bodega a la par del orinal de varones en otro edificio…”

El día 06 de febrero, la profesora Vásquez envía un e-mail al director Martínez diciendo “… para poder llevar apropiadamente la situación laboral –totalmente disminuida- que usted me ha creado, por lo que le informo que no podré asistir a las actividades de la escuela ningún sábado…”


b. Investigación preliminar

	Lic. Carlos Segnini Villalobos
	Profesora Ivonne Vásquez Esquivel

	No consta en este expediente que se haya realizado una investigación preliminar, sino que en la resolución RR-191-2008, el Señor Rector manifiesta que “procedió a reunirse” con el Licenciado Segnini, a efecto de “escuchar” su versión de los hechos y que éste manifestó aceptar que su correo, aún sin “ninguna intención de difamar” a ninguna persona, utilizaba un “lenguaje inadecuado” para referirse a compañeras y compañeros de trabajo. Dice además esta resolución que el Lic. Segnini explicó que su correo se
	El director José Martínez solicita al Vicerrector de Docencia Dr. Gerardo Meza, que realice la Investigación Preliminar, cuando no competía a esta autoridad realizarla, sino que era competencia exclusiva del director Martínez, pero como ya había caducado la potestad de éste pues habían pasado los 10 hábiles que tenía, entonces remite esta solicitud al Vicerrector de Docencia, quien la acoge, y de esta manera algo que estaba caduco es revivido, transgrediendo de esta manera lo estipulado en la II Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas del ITCR, en sus artículos 69 y 70 y por lo tanto mi derecho a que se diera por caduca la 
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	originó en el correo del Dr…, el cual le generó mucha preocupación y que esa preocupación se mantiene a la fecha. También dice esta resolución que “No acepta el Lic. Segnini que sus manifestaciones se enmarquen dentro del tipo de injurias, difamación ni calumnias, pues no existió ánimus injuriandi y se realizó en el marco de una comunicación privada que accidentalmente se remitió a personas no destinatarias.” (El destacado no es del original)


	realización de esta investigación. Además, tuve que contratar abogado, hacer descargo, ir a audiencia, interponer recursos y lo vieron numerosas instancias:

· Hizo acto de inicio de la investigación preliminar el Dr. Gerardo Meza el 22 de febrero de 2007. Fue una investigación preliminar sui géneris, pues contrario a lo que dicta la doctrina para este proceso, se consideró la posibilidad de imponerme una sanción leve como resultado de la misma. Folio 029

· Dictó resolución final –extemporáneamente, pues dura más de los 10 días que otorga la Convención Colectiva- la Vicerrectora de Docencia a.i Giannina Ortiz, el 09-03-2007, quien lo envía a apertura de procedimiento disciplinario a Recursos Humanos, únicamente porque “Existen elementos probatorios suficientes para presumir como cierta la denuncia del Director de la Escuela de Administración de Empresas, José Martínez Villavicencio, en relación a la manifestación que en su contra hiciera la profesora Vásquez acusándolo de “Tráfico de influencias”…Se rechaza todos los demás extremos de este caso.”. Folios 174 a 176

1) Luego el Dr. Gerardo Meza rechazó el recurso de revocatoria que interpuse y confirma en todos sus extremos la resolución dictada por la actual Vicerrectora de Docencia… desestima la solicitud de la profesora Vásquez Esquivel para que sea la Auditoría Interna la que determine si ha habido irregularidades en la asignación de su carga y que una vez rendido el informe se declare sin lugar la denuncia interpuesta por su superior jerárquico inmediato, toda vez que la misma pretende introducir un procedimiento 
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	· atípico y especialísimo en la atención de su caso particular… Amén de que procura desvirtuar el objeto de esta investigación cual es la eventual falta disciplinaria por acudir a la injuria o la calumnia contra un representante institucional y no la asignación de la carga académica, que es un tema total y absolutamente ajeno al tópico de investigación en este procedimiento preliminar. (el destacado no corresponde al original) Folios 198 a 212

· Finalmente el Señor Rector rechazó la apelación y da por agotada la vía administrativa. Folios 215 a 218

Mi defensa durante la audiencia preliminar fue que:

Folio 0171: La suscrita Ivonne Vásquez Esquivel, profesora de esta Institución, en este acto sujeta a una investigación preliminar, manifiesto: “Quiero dejar constancia de que cuando participé en la Sesión de Consejo de Escuela de Administración de Empresas 01-2007 del jueves 25 de enero donde se aprueba que imparta un curso para los que fui contratada y se asigna un 75% de mi plaza al Programa de Capacitación Interna del Departamento de Recursos Humanos, todo lo que dije lo hice en el ejercicio de un derecho ciudadano, que me permite defender el interés público, en este caso el uso correcto del presupuesto del ITCR, la sana administración y actuación pública, así como ejerciendo el derecho que me asiste de defender la estabilidad en mi trabajo, lo que sería en este caso que se me otorguen los 3 cursos que siempre he impartido.” Tómese en cuenta el hecho de que se enviaba mi carga académica en un 75% a Recursos Humanos, sin estudio técnico que lo justificara, sin un plan de capacitación, y sin siquiera una solicitud de Recursos Humanos. (También que en 
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	esa ocasión sólo impartí un curso en Capacitación Interna, el cual estimo costó a la institución aproximadamente 5 millones de colones, pero eso no fue valorado ni en la investigación preliminar ni por el órgano director, cuya presidenta fue la directora del Departamento de Recursos Humanos, MAE Hannia Rodríguez Mora). Además alegué que lo que consta en actas y fue utilizado en este procedimiento, fue lo que el director José Martínez y un grupo de mayoría del Consejo de Escuela aprobaron que dije, alzando la mano, sin contar los votos en contra ni a favor ni abstenciones.

Folio 172 último párrafo: “…Además manifiesta expresamente Ivonne Vásquez Esquivel que sus manifestaciones en la sesión 01-2007 del Consejo de Escuela no tuvieron el ánimo de injuriar, calumniar o difamar.”


c. Procedimiento Ordinario

	Lic. Carlos Segnini Villalobos
	Profesora Ivonne Vásquez Esquivel

	No hubo apertura de procedimiento ordinario, pues en la resolución RR-191-2008, el Rector dice que el Lic. Segnini “no acepta que cometiera falta legalmente sancionable” … “está dispuesto a someterse a la sanción que el Rector considere necesaria como reproche moral, a fin de contribuir así al restablecimiento de las mencionadas armonía y sana convivencia institucionales. Acepta también no ser sometido al procedimiento ordinario a fin de aportar a la economía procesal y a la más pronta resolución de este asunto”
	Se dio inicio a este procedimiento el 23 marzo 2007 (Folio 224) y a la fecha todavía no ha concluido.

Un resumen de algunos hechos que se dieron durante este procedimiento disciplinario son los siguientes:

1. Recusé la participación de la MAE Hannia Rodríguez Mora como Presidenta del Órgano Director, debido a que es profesora de la Escuela de Administración de Empresas, impartiendo curso de recargo en esta escuela, cursos de verano y múltiples cursos en el Programa de Técnicos en Administración que se dan través de la Fundatec. Esta recusación fue rechazada, con lo que consideró se 
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	violentó el “Principio de imparcialidad” que debe privar en este tipo de procedimientos.

2. La MAE Hannia Rodríguez Mora, en su condición de Presidenta del Órgano Director, incorpora cargos que habían sido desestimados en la investigación preliminar. Con esto considero excede las competencias que tiene el órgano director, las cuales son únicamente las de instruir el procedimiento.

3. La MAE Hannia Rodríguez Mora, en su condición de Presidenta del Órgano Director, “coincidentemente” llama como testigos a la audiencia oral y privada del procedimiento disciplinario, únicamente a unos profesores que también habían interpuesto una solicitud de investigación preliminar en mi contra, por los mismos hechos acaecidos en la sesión 01-2007 y cuya solicitud fue desestimada por la Vicerrectora de docencia a.i. Giannina Ortiz. ¿Cómo seleccionó a los profesores miembros del Consejo de Escuela la MAE Hannia Rodríguez que serían llamados como testigos a la audiencia? ¿Por qué no se llamó a todos los miembros del Consejo, que estuvieron presentes en la sesión 01-2007, a esta audiencia?

En la audiencia oral y privada el asesor legal presente no se limita a lo que la II Convención Colectiva del ITCR le permite en su artículo 73, la cual es una función optativa del Órgano Director y dice que éste “…podrá requerir la asistencia técnica de la Asesoría Legal.” Por el contrario, el asesor legal presente excede sus competencias y se convierte en parte activa, llegando a sustituir al órgano director al 
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	preguntar y repreguntar, llegando inclusive a inducir las respuestas en los testigos y permitiendo que éstos lean y utilicen ayudas de memoria en la audiencia.

Posteriormente la Sala Constitucional, a través del recurso de amparo EXPEDIENTE N° 07-008300-0007-CO ordena “NO

4. DICTAR ACTO FINAL EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ORDINARIO 02-2007, hasta tanto la Sala no resuelva en sentencia el recurso, o no disponga otra cosa”. Contrariando esta orden, el Órgano Director no emite su informe recomendativo, el cual deberá rendir a “… más tardar dos meses después de abierto el procedimiento formal, so pena de caducidad”, según lo establece el artículo 77 de la II Convención Colectiva de Trabajo del ITCR. Cuando emite su informe recomendativo ya la potestad de hacerlo había caducado de acuerdo al artículo 77 anteriormente mencionado, pero sin embargo, las autoridades dicen que no está caduco y prosiguen con el procedimiento.

5. Interpongo recurso en contra del informe recomendativo rendido por el Órgano Director, en el cual este órgano recomienda mi despido sin responsabilidad patronal, en ejercicio del derecho que me otorga la II Convención Colectiva del ITCR, en su artículo 77 “…y su resolución sólo tendrá revocatoria dentro del tercer día…”, sin embargo éste me lo rechaza ad portas.

El informe recomendativo pasa al Consejo de Escuela de Administración 
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	de Empresas, para que este se pronuncie al respecto. En tiempo récord, pues creo que no excedió los 3 días hábiles, éste Consejo de Escuela, rechaza mi petición de que reciban a mi abogada para que exponga mis puntos de vista, no me permiten a mi hablar ni exponer mis puntos de vista y rechazan ad portas un recurso de nulidad que presento ante este Consejo. Sin embargo, aceptan que el Licenciado Carlos Segnini participe y asesore al Consejo de Escuela y es el que recomienda el rechazo de todo lo anterior.

6. Cuando el informe pasa a la Junta de Relaciones Laborales, como había recusado a la MAE Hannia Rodríguez Mora, ésta nombra como su sustituto al Lic. Nelson Ortega. Esto contrario a lo que establece la Ley General de Administración Pública, que para el instituto de las recusaciones y abstenciones establece que,  deberá sustituirla un funcionario de igual rango o jerarquía o en su defecto su superior jerárquico.

7. La resolución correspondiente al acto final, es dictada más allá de los 30 días establecidos en el artículo 603 del Código de Trabajo, con lo cual estaba prescrita la potestad del Rector de emitir esta resolución.

Solicito se me indiquen cuáles recursos tengo, con cuánto tiempo cuento para interponerlos y ante quién debo presentarlos, pues la resolución del acto final es omisa en indicármelo, tal y cómo lo establece el artículo 48 de la II Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas del ITCR “ … en la notificación se indicará:… e.   Los    recursos 
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	procedentes, plazos correspondientes y órgano competente para resolverlos.”

8. Al no recibir repuesta a lo anterior, interpongo un recurso de nulidad, caducidad y prescripción contra el acto final, el cual me es rechazado ad portas, aduciendo que el Rector agotó la vía administrativa cuando dictó el acto final y que contra esa resolución no cabe recurso alguno.

Interpongo un recurso de amparo Expediente No 08-004004-0007-CO, cuya sentencia está en recolección de firmas y se encuentra pendiente de notificar, pero cuyo por tanto se encuentra disponible en Internet y dice: “Se declara parcialmente conlugar el recurso por violación al derecho de defensa. Se ordena a Eugenio Trejos Benavides en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica, que proceda dentro del  término de 24 horas contado a partir de la notificación de esta sentencia, a adicionar la resolución No. 02-2007 dictada a las 15:00 hrs. del 8 de febrero de 2008, indicándole a la amparada, Ivonne Vásquez Esquivel, de manera expresa, los recursos procedentes contra la decisión de sancionarla por seis meses de suspensión sin goce de salario, el plazo para interponerlos y los órganos competentes para conocerlos. Se le advierte al recurrido que, de conformidad con el artículo 71 de la Ley de esta jurisdicción, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Instituto Tecnológico 
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	de Costa Rica al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara SIN LUGAR el recurso. Notifíquese la presente resolución a Eugenio Trejos Benavides en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica, o quien en su lugar ejerza el cargo,  EN FORMA PERSONAL.” (El destacado no es del original). Nótese que esto fue lo que le solicité al Rector a.i. Dagoberto Solano Arias que me indicara y que nunca se me indicó.


d. Sanción impuesta

	Lic. Carlos Segnini Villalobos
	Profesora Ivonne Vásquez Esquivel

	Sin una definición del concepto de injurias, calumnias ni difamación, el Rector decide: Suspender por tres días sin goce de salario al Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de la Oficina de Asesoría Legal, del 27 al 29 de agosto del 2008. Notifíquese, Eugenio Trejos Benavides, Rector

Nótese que la resolución tiene claramente estipulados la fecha de inicio y la fecha de finalización de la sanción, lo cual fue una gran sorpresa para mí encontrar esta deferencia para el Licenciado Segnini, pues mi sanción fue totalmente omisa al respecto, dejándome en estado de indefensión, pues no sabía si tenía que quedarme o si podía irme para mi casa.
	Suspensión de seis meses sin goce de salario, 2) “Se ordena el traslado a la Junta de Relaciones Laborales del evidente conflicto entre la funcionaria y el Director de la Escuela de la Escuela de Administración de Empresas, para que se cumpla con el procedimiento establecido del artículo 38 de la Convención Colectiva vigente en el ITCR. Notifíquese”

En mi caso la resolución donde se me indica la sanción, la cual me es notificada el 12 de febrero de 2008, no indica la fecha de inicio ni la de finalización del lapso donde se aplicará la sanción, ni tampoco se me indican los derechos y deberes que tengo como funcionario de la institución, en condición de suspendido, los cuales hasta la fecha desconozco. Acudo a trabajar en espera de que se me indiquen estas fechas, a través de la correspondiente acción de personal, tal y como lo establece el 
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	Artículo 39 de la II Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas “La acción de personal de todo cambio en la relación laboral de un funcionario deberá ser emitida antes del inicio de funciones del trabajador, en su nueva condición, y en todos los casos, deberá cumplirse con lo dispuesto por el artículo 48 de esta Convención Colectiva.” Para mi sorpresa no me llega salario para la segunda quincena de febrero, a pesar de que no se me habían notificado estas fechas ni se me había entregado la acción de personal. Acudo a Recursos Humanos a preguntar por la acción de personal, me la entregan, junto con una nota donde me indican que Recursos Humanos la recibió de Rectoría el día anterior a que me fuera entregada. 

También, es importante hacer notar que la MAE Hannia Rodríguez Mora me suspendió el salario sin estar esta acción de personal tramitada y debidamente entregada, todo lo contrario a cuando me reincorporé después de cumplir los seis meses de sanción sin goce de salario, donde no me llegó el salario la primera quincena, donde esta funcionaría me informó que ella no podía tramitar mi reincorporación sin que estuviera lista la correspondiente acción de personal.


9. La “justificación de la sanción” utilizada por el denunciado Trejos Benavides para fundamentar la imposición de la sanción es uno de los elementos que, según la denunciante, pone de manifiesto la desigualdad en el trato ofrecida a ambos funcionarios.
a. En el caso del Sr. Segnini Villalobos, la sanción se justifica en los siguientes términos:
“…El Lic. Carlos Segnini es un excelente profesional que viene aportando elementos muy valiosos para la vida institucional desde su puesto de Director de la Oficina de Asesoría Legal, cuyo celo por la imagen de la institución le hizo, por esta vez, expresarse en forma reprochable, no compatible con la dignidad de su alto cargo, por lo cual debe ser sancionado.”
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b. Sin embargo en su caso, la Ing. Vásquez  sostiene que no se tuvo en cuenta su recorrido laboral en el Instituto sobre el cual indica: 

“…Durante 25 años de trabajar en el ITCR y habiendo desempeñado funciones en la VIE, Escuela de Administración de Empresas y como miembro de la Junta Directiva de Fundatec por 4 años, me parece que podría encontrar, sin mucho esfuerzo, aportes muy valiosos que he realizado para la vida institucional y que me pueden haber hecho merecedora de un trato igual al recibido por el Licenciado Segnini.”

10. La “potestad de renunciar al debido proceso” es un elemento adicional que, según la denunciante, pone de manifiesto la desigualdad en el trato ofrecida a ambos funcionarios.

Señala que en su caso, nunca se le indicó durante la investigación preliminar que podía renunciar al debido proceso, aceptando “no ser sometido al procedimiento ordinario a fin de aportar a la economía procesal y a la más pronta resolución de este asunto”, tal como lo hizo el Sr. Segnini, lo cual hubiera hecho gustosamente y me hubiera ahorrado angustias, dolores personales y familiares, dinero, tiempo, amén de todo el daño que se me ha causado a nivel institucional…”.

11. La Sra. Vásquez Esquivel manifiesta, que también en ambos casos se han dado diferencias por parte del denunciado Trejos Benavides en relación con la tipificación de las faltas presuntamente cometidas por los funcionarios a que se refiere esta denuncia.
Particularmente, en lo que a su caso respecta, señala que en el “Por Tanto” de la Sentencia emitida por el Tribunal Penal de Cartago, bajo el expediente número 07-000020-0335-PE, proceso del que salió gananciosa frente a su contendor, el juzgador emitió los siguientes argumentos: 
“… Se absuelve a Ivonne Vásquez Esquivel del delito de INJURIAS Y CALUMNIAS que se le ha seguido en perjuicio de JOSÉ ALBERTO MARTÍNEZ VILLAVICENCIO. Se declara sin lugar en todos sus extremos la acción civil resarcitoria, incoada por el actor Civil José Alberto Martínez Villavicencio, en contra de la demandada civil Ivonne Vásquez Esquivel…”.

No obstante, agrega la denunciante, que cuando entregó esta sentencia a la institución con el fin de que dicha prueba fuera adjuntada al expediente administrativo institucional, el Señor Rector manifestó al respecto que esa sentencia “no es vinculante” para la Administración, a pesar de haber sido emitida por un juez en aplicación de las leyes del Código Penal –donde se establecen las definiciones de los delitos que se le imputan y por los cuales se le sanciona-, dictamina que no incurrió en el delito de injurias y calumnias, por el que se le sancionó seis meses sin goce de salario.
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A pesar de que la mencionada resolución judicial no fue aceptada como válida en la Institución para anular la sanción dictada en su procedimiento disciplinario, después de una reunión con el Licenciado Segnini, el Rector determinó que “… los hechos no corresponden al tipo de injurias y calumnias establecido en el artículo 82.b de la Segunda Convención Colectiva y de Trabajo y sus Reformas…”, sin siquiera haber establecido cuál es el concepto de injurias y calumnias utilizado para rendir tal resolución.

12. Finalmente, la gestionante procede a describir los daños que a ella le produjo este proceso, los cuales describe de la siguiente manera: 
“...Para finalizar, es importante hacer del conocimiento de ustedes que a raíz de este procedimiento disciplinario se me han causado muchísimos daños de carácter material, económico, familiar, de salud, psicológicos y laborales, los cuales estoy dispuesta a detallar, si ustedes me lo solicitan...”   

Considerando que:

1. El “Principio de Irrenunciabilidad de la Competencia”, establece que la competencia es irrenunciable, y deberá ser ejercida por los órganos que la tengan atribuida como propia, es la medida de la capacidad de cada ente o, dentro de éstos el conjunto de funciones y potestades que el ordenamiento jurídico atribuye a cada ente, sobre materia u objetos determinados y que unos y otros están  autorizados y obligados a ejercitar…”.

2. El “Trato Justo” es “… El conjunto de reglas y normas que establecen un marco adecuado para las relaciones entre personas e instituciones, autorizando, prohibiendo y permitiendo acciones específicas en la interacción de individuos e instituciones…La Justicia es …saber decidir a quien le pertenece esa cosa por derecho.  La Justicia es ética, equidad y honradez. Es la voluntad constante de dar a cada uno lo que es suyo. Es aquel sentimiento de rectitud que gobierna la conducta y hace acatar debidamente todo los derechos de los demás…”.
Referencia de la fuente: http://es.wikipedia.org/wiki/Justicia 

3. Conceptualmente, el “Debido Proceso”, se define se la siguiente manera:
“…Principio jurídico procesal o sustantivo según el cual toda persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo dentro del proceso, y a permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus pretensiones frente al juez.
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El término procede del derecho anglosajón, en el cual se usa la expresión "due process of law" (traducible aproximadamente como "debido proceso legal"). Su nacimiento tiene origen en la "Magna Carta Libertatum" (Carta Magna), texto sancionado en Londres el 15 de junio de 1215 por el rey Juan I de Inglaterra, más conocido como Juan sin Tierra.

Referencia de la fuente: http://es.wikipedia.org/wiki/Debido_proceso 

Este principio procura tanto el bien de las personas, como de la sociedad en su conjunto:

· Las personas tienen interés en defender adecuadamente sus pretensiones dentro del proceso.

· La sociedad tiene interés en que el proceso sea llevado de la manera más adecuada posible, para satisfacer las pretensiones de justicia que permitan mantener el orden social… ” (Diccionario Jurídico, Vélez Rey)
4. En sede administrativa, la Contraloría General de la República define el concepto de “Debido Proceso” en los siguientes términos:
 “…Analizado el procedimiento administrativo seguido al señor [...], no se observan vicios u omisiones capaces de generar algún tipo de nulidad absoluta o indefensión, cumpliéndose en consecuencia la garantía del debido proceso y del derecho de defensa consagrado en el Ordenamiento Jurídico. Al respecto, es conveniente citar lo dicho por la Sala Constitucional en el Voto 649-98 de 04 de febrero de 1998: "Esta Sala ha señalado los elementos del derecho al debido proceso legal (ver especialmente la opinión consultiva No. 1739-92), aplicables a cualquier procedimiento sancionatorio o que pueda tener por resultado la pérdida de derechos subjetivos. La Administración debe, en atención al derecho de defensa del administrado: a) Hacer traslado de cargos al afectado, lo cual implica comunicar en forma individualizada, concreta y oportuna, los hechos que se imputan; b) Permitirle el acceso irrestricto al expediente administrativo; c) Concederle un plazo razonable para la preparación de su defensa; d) Concederle la audiencia y permitirle aportar toda prueba que considere oportuna para respaldar su defensa; e) Fundamentar las resoluciones que pongan fin al procedimiento; f) Reconocer su derecho a recurrir contra la resolución sancionatoria…” (Dirección General de Asuntos Jurídicos. Oficio 0803514 de julio de 1999 (DAJ-1472).

COMUNICACIÓN DE ACUERDO

Sesión Ordinaria No. 2585, Artículo 10, del 06 de noviembre del 2008

Página 19
5. Respecto al debido proceso al ejercer la potestad disciplinaria, la doctrina establece:
“…la responsabilidad disciplinaria es amplia y completa por el mal desempeño de las funciones encomendadas y es la que más frecuentemente se aplica a los servidores, traduciéndose en la imposición de sanciones disciplinarias. La responsabilidad disciplinaria se puede definir como aquella obligación del funcionario de responder por los actos que ejecuta. Los servidores públicos tienen una serie de deberes que cumplir, los cuales están estipulados en …normativas dentro de las cuales debe enmarcar su actividad, todo ello con la finalidad de que la función pública sea eficaz y confiable. En el tanto en que no incurran en una falta hacia esa serie de normativas que los rigen, cumplen su función; en caso contrario, incurren en responsabilidad, en cuya hipótesis existe un sistema sancionatorio con el fin de imponer una corrección disciplinaria al funcionario infractor a efecto de desincentivar ese tipo de acciones o faltas. 

La potestad disciplinaria no sólo permite aplicar sanciones, sino también otorga la competencia necesaria para determinar en ciertos casos, deberes cuya transgresión constituye precisamente una falta disciplinaria. Es decir, la contraparte de la responsabilidad disciplinaria de los servidores, es la potestad de la Administración de llamar a cuentas y sancionar a todos sus agentes y subordinados que, en el cumplimiento de las funciones para las cuales fueron designados, incurren en violación a las normas y principios del derecho administrativo, mediante conductas generadoras de responsabilidad. Bajo tales circunstancias, la potestad disciplinaria de la Administración se traduce normalmente en una sanción administrativa, que puede ser de amonestación (verbal o escrita), de suspensión o de destitución, todo ello dependiendo de la gravedad de la falta y de la intensidad de la lesión. 

La potestad disciplinaria obra en el ámbito interno de la Administración Pública y tiene como objeto primordial sancionar las violaciones de los servidores públicos a sus deberes funcionales; constituye la expresión de la necesidad de preservar el orden jurídico institucional para permitirle la realización de sus fines, imponiendo una disciplina a cuantos están en ella integrados. Busca mantener el orden de obediencia y disciplina dentro de una organización administrativa para que ésta cumpla los fines para los que fue creada, brindando un mejor servicio a la sociedad y evitando que exista un exceso o desviación de poder, elemento -este último- del cual están investidos los servidores públicos. 
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En síntesis, el régimen disciplinario en la función pública implica una organización de personas dentro de un sistema jerárquico, regulado por un estatuto dirigido a la consecución del eficiente funcionamiento administrativo, ejerciendo una agilidad doble: por un lado intimidante en cuanto hace saber que ante un acto que implique responsabilidad disciplinaria, le es correlacionada una determinada sanción; y, por otro, una vez efectuado el acto que implique dicha responsabilidad y sea sancionado, tendrá un efecto ejemplarizante, previniendo la reincidencia..” (El Debido Proceso en la Doctrina Dr. Miguel Hernández Terán. PROJUSTICIA)

6. Respecto al derecho y garantía del “Debido proceso”, la Procuraduría General de la República, en la Opinión Jurídica 128 J del 8 de noviembre de 1999, indica lo siguiente:
 “…   A) En cuanto a la garantía del Debido Proceso: … las garantías que implica el principio del debido proceso en los procedimientos sancionatorios, es un principio constitucional plenamente aplicable en tales supuestos. 

En efecto, el debido proceso constituye un principio constitucional de valor y alcances universales que representa un límite preciso y de amplio alcance al ejercicio del poder sancionatorio de la Administración. Comprende la protección de un margen mínimo e inderogable de garantías, lo que se traduce en la imposibilidad de que un administrado pueda verse afectado en sus derechos e intereses, sin que previamente se haya cumplido con un procedimiento regido por una serie de formalidades establecidas al efecto. 

7. La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en reiteradas resoluciones, ha reconocido la necesidad de cumplir con las garantías que implica el principio del debido proceso, previo a la imposición de cualquier sanción; en ese sentido señala: 

“Valorada toda la prueba que fuera aportada a los autos, esta Sala tiene por probado que efectivamente al accionante se le ha violado el derecho de defensa garantizado en el artículo 39 de la Constitución Política y por consiguiente el principio del debido proceso, contenido en el numeral 41 de la Carta Magna, el cual ha sido denominado también como principio de bilateralidad de la audiencia, del debido proceso legal o principio de contradicción, el cual debe de ser garantizado no solamente en los procesos jurisdiccionales sino también en cualquier tipo de procedimiento administrativo llevado a cabo por la Administración Pública y que se ha sintetizado así: a) Notificación al interesado del carácter y fines del procedimiento; b) derecho de ser oído, y oportunidad del  interesado  para  presentar 
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los argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes; c) oportunidad para el administrado de preparar su alegación, lo que incluye necesariamente el acceso a la información y a los antecedentes administrativos, vinculados con la cuestión de que se trate; ch) derecho del administrado de hacerse representar y asesorar por abogados, técnicos y otras personas calificadas; d) notificación adecuada de la decisión que dicta la administración y de los motivos en que ella se funde y e) derecho del interesado de recurrir la decisión tomada. Aplicando todos los anteriores elementos integrantes del debido proceso al caso concreto del recurrente, se observa que efectivamente no se le permitió el ejercicio de su derecho defensa, ni mucho menos se le garantizó, en definitiva, el debido proceso, pues nunca se le puso en conocimiento los hechos ni los cargos que se le imputaban, no se le indicó qué prueba existía en su contra y lo más grave de todo fue que se le apercibió en forma escrita primero y posteriormente se le citó a rendir declaración. De este modo, esta Sala estima que lleva razón el recurrente en sus alegatos y por ello declara con lugar el recurso" (Voto n° 211-95 de las 16:15 horas del 11 de enero de 1995)…Es claro, entonces, que el debido proceso, entendido como el conjunto de garantías de los derechos fundamentales o de goce de los administrados, encuentra pleno desarrollo en la Ley General de la Administración Pública, siendo que para el dictado de todo acto sancionatorio o que pueda causar perjuicio al administrado, la Administración está obligada al cumplimiento previo de las garantías procedimentales que el proceso ordinario administrativo implica…”. 

8. Por su parte, la Procuraduría General de la República señala  en el criterio C-054- del 11 de marzo del 1985, lo siguiente:
“…II. FONDO DEL ASUNTO. Sobre renunciabilidad de beneficios y derechos laborales dispone nuestro Código de Trabajo en su artículo 11: 

"Serán absolutamente nulas, y se tendrán por no puestas, las renuncias que hagan los trabajadores de las disposiciones de este Código y de sus leyes que le favorezcan". 

El numeral recién transcrito, el cual tiene también asidero constitucional, indudablemente posee una interpretación bastante amplia, como la tiene también el mismo principio que le da origen. 

El principio jus laboral de la Irrenunciabilidad de Derechos, supone la prohibición de que cualquier trabajador se prive de los derechos concedidos por las leyes que les favorezcan.  Esta afirmación sólo significa que el Estado ha considerado que debe excluirse la posibilidad de que las partes acuerden por decisión propia, regular la conducta de manera distinta de como lo estableció el legislador. 
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La doctrina laboral al tratar sobre los alcances del principio de irrenunciabilidad de derecho ha sido conteste en afirmar que las normas laborales que los conceden corresponden a las clasificadas como leyes "Rígidamente Categóricas ", en las cuales el legislador ha querido poner su voluntad, excluyendo por la importancia de las mismas, que la voluntad de la partes las incumplan. En este sentido nos dice el ilustre profesor uruguayo Américo Plá Rodríguez: 

"Con ellas el legislador ha querido imponer su voluntad, excluyendo, por la importancia de las normas dictadas, que la voluntad de los sometidos a su observancia pueden derogarlas, ni siquiera por disposiciones intersindicales. Ni el contrato individual ni el convenio colectivo pueden derogarlas". (Los Principios del Derecho de Trabajo, Buenos Aires, Ediciones Depalma 2° edición actualizada 1978 p.88). 

Ahora bien, volviendo a la dicción del numeral 11 de nuestro máximo cuerpo de leyes sociales, es interesante destacar lo que la literatura jurídica ha manifestado sobre el principio laboral consignado en aquél. 

José Pérez Leñero en su serio estudio Teoría General del Derecho Español del Trabajo, (Madrid, 1948, página 166) nos enuncia someramente cuáles derechos son irrenunciables para los trabajadores, y al respecto enumera una serie de condiciones que deben tener los derechos para que puedan ser alcanzados por la nota de la "irrenunciabilidad": 

1.-
Han de ser derechos legales, o sea, otorgados en leyes, reglamentos o resoluciones administrativas. 

2.-
Han de ser derechos ciertos. 

3.- Han de ser derechos subjetivos, es decir, otorgados por la ley al renunciante. 

4.-
Han de ser derechos beneficiosos. La ley supone lo son todos los que ella otorga al trabajador...", 

tesis que es apoyada en estos términos por el ente contralor que señala que es  “…6- Inconstitucional la aplicación de una sanción de manera automática. Debe cumplirse con el debido proceso. En lo que se refiere a los aspectos de constitucionalidad señalados por el señor representante del señor [...], se hace necesario hacer las siguientes consideraciones: Ciertamente, ya la Sala Constitucional ha establecido de manera clara que es inconstitucional la aplicación de una sanción de manera automática. Precisamente en razón de ello es que esta Contraloría, -la cual está llamada a velar por el estricto cumplimiento de las disposiciones de la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos, y a ejercer toda una serie de potestades y funciones contempladas en dicha    normativa-   tramita    un    procedimiento  ordinario administrativo al funcionario  que
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presuntamente ha incumplido con la obligación de presentar la declaración jurada de bienes ante esta Despacho, a fin de garantizarle su derecho de defensa y tomar en consideración cualquier razón que justifique debidamente, de conformidad con el ordenamiento que rige la materia, el atraso o incumplimiento de las obligaciones impuestas por ley supra citada. De lo anterior se desprende con claridad que esta Contraloría General no está efectuando una aplicación automática de una eventual sanción, como se alega, sino que se da un estricto cumplimiento a las garantías propias que informan los principios de defensa y debido proceso consagrados constitucionalmente, justamente a través de procedimientos como el que ahora nos ocupa…” (Dirección General de Asuntos Jurídicos. Resolución de las 10:15 horas del 9 de setiembre de 1997).

9. Por su parte, la Contraloría General de la República ha manifestado:
“…7-No cabe la imposición de una medida sancionatoria hasta que se cumpla con el procedimiento formal.  Resulta evidente en relación con los principios de inocencia y debido proceso protegidos legal y constitucionalmente, que no cabe la imposición de medida sancionatoria alguna hasta tanto no se haya sustanciado formal procedimiento al funcionario para la determinación de cualquier tipo de responsabilidad a su cargo, de manera que, señalando el propio oficio que ahora se conoce que existe conocimiento de que se encuentra en trámite un procedimiento ordinario, esa sola circunstancia actual hace imposible la exigencia de cualquier tipo de responsabilidad, pues ello depende directamente de lo que en el mismo se resuelva. En igual forma procede resolver los restantes planteamientos señalados al principio de este aparte, pues si esta Contraloría no ha tomado ninguna acción definitiva es justamente en razón de que se encuentra en trámite el cumplimiento de la etapa de procedimiento, y de lo que ahí se resuelva dependerán directamente las acciones a tomar, que, como ya fue señalado líneas atrás, puede incluso resultar una absolutaria de toda imputación de cargos, lo cual determinaría que no quepa la aplicación de sanción alguna a la doctora [...], de manera que, siendo prematura en forma evidente, resulta legalmente imposible pronunciarse ahora en los términos que pretende el gestionante…” (Dirección General de Asuntos Jurídicos. Resolución de las 9:00 horas del 17 de noviembre de 1997 DGAJ-328-96-8).

10. En ampliación al principio de inconstitucionalidad de aplicación de una sanción de manera automática, la Contraloría General de la República ha manifestado:
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“…Debido Proceso. Es posible sancionar solamente cuando se haya producido una demostración plena de la culpabilidad del acusado. “Indubio pro operario”…Ahora bien, dentro de las garantías que contempla el debido proceso se encuentra la correcta tramitación y evaluación de las pruebas existentes, así como la demostración indubitable de la responsabilidad de la persona investigada...” Sobre estos aspectos, la Sala Constitucional, se ha pronunciado en diversas oportunidades, como lo hizo mediante su Voto No. 6683-96, de las 15:36 horas del 10 de diciembre de 1996, indicando que “…Solamente se puede sancionar disciplinariamente cuando se haya producido una demostración plena de la culpabilidad del acusado, incluida por supuesto la referente a la autoría más allá de toda duda razonable…” (División de Asesoría y Gestión Jurídica. PA-015-2001 de las 9:00 horas del 13 de noviembre de 2001. Contraloría General de la Republica) 
11. De conformidad con los criterios analizados, y a la luz de la definición de Principio de Igualdad, el cual se traduce como  “…La obligación de  igualar a todas las personas afectadas por una medida, dentro de la categoría o grupo que les corresponda, evitando distinciones arbitrarias, lo cual solo puede hacerse con aplicación de criterios de razonabilidad. De esta forma las únicas desigualdades  inconstitucionales serán aquellas que sean arbitrarias, es decir carentes de toda razonabilidad, lo único que corresponde verificar es si el criterio de discriminación es o no razonable, porque el juicio acerca de la razonabilidad es lo que nos permite decidir si una desigualdad viola o no la Constitución…”. 

12. En esta misma línea de ideas, el máximo tribunal constitucional señaló en la resolución Nº 897-98 de la Sala Constitucional “…El principio de igualdad es un fundamento político, según el cual, todos los hombres que tienen similares características, gozan de los mismos derechos y tienen las mismas obligaciones; dicho de otra forma, igualdad es igual trato ante circunstancias o situaciones iguales …”.

13. Desde el punto de vista doctrinario es necesario hacer referencia al significado de “Noción de Ilegalidad” la cual establece que “… El principio de legalidad es aquel según el cual toda actividad del Estado debe estar conforme con el Derecho de Estado. Por lo tanto la ilegalidad es la violación del principio de legalidad por una autoridad administrativa cuyo acto se vicia.  Dentro de las Formas de Ilegalidad  tenemos La inconstitucionalidad: esta se subdivide en; A.- La inconstitucionalidad de actos administrativos: son aquellos actos que se encuentran viciados de inconstitucionalidad cuando la autoridad administrativa que los dictó ha infringido algún precepto, principio o garantía  constitucional,   de  ahí  que   debe  tenerse  en 
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cuenta que los recursos administrativos son aquellos que sirven a los administrados para solicitar a la Administración Pública el cumplimiento de su deber de mantener el imperio de la ley, siendo los más preponderantes El Recurso Jerárquico que es el medio jurídico del cual disponen los administrados para obtener, de una autoridad jerárquicamente superior a aquella que dictó el acto administrativo que lo lesiona, la revisión del mismo y El Recurso Contencioso-Administrativo de Anulación, contra los actos administrativos viciados de inconstitucionalidad…” (John, Santoyo. La Ilegalidad de los Actos Administrativos).
14. La Ley General de la Administración Pública dispone:

Artículo 166.- Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente. 

Artículo 169.- No se presumirá legítimo el acto absolutamente nulo, ni se podrá ordenar su ejecución. 

Artículo 170.-1. El ordenar la ejecución del acto absolutamente nulo producirá responsabilidad civil de la Administración, y civil, administrativa y eventualmente penal del servidor, si la ejecución llegare a tener lugar. 

Artículo 172.- El acto absolutamente nulo no se podrá arreglar a derecho ni por saneamiento, ni por convalidación. 

Artículo 173.-1.-Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos fuere evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso de lesividad señalado en los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, No. 3667, de 12 de marzo de 1966, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República.  Cuando la nulidad versare sobre actos administrativos relacionados directamente con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen favorable…”.
15. En resumen, respecto a las acciones por seguir por el Consejo Institucional, este órgano debe tomar en cuenta los siguientes aspectos:

i. Por disposición expresa del Estatuto Orgánico, el Consejo Institucional es competente para acoger una denuncia por violación al principio de trato justo (artículo 18 inciso K), pero carece de competencia para conocer de materia laboral (Artículo 18 inciso g).
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ii. Conforme al criterio vinculante de la Contraloría General de la República contenido en el oficio DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008, el Consejo Institucional carece de potestad disciplinaria sobre el Rector.  Este criterio señala que “…se  tiene que el Consejo Institucional se constituye en superior del Rector en lo de su competencia material, sin embargo, no detenta potestades sancionatorias contra éste ya que no lo prevé así el Estatuto Orgánico…”.

iii. Por consiguiente, el Consejo Institucional no es competente para anular la Resolución RR-191-2008, de las 11:00 a.m., del 26 de agosto de 2008, potestad que tiene el órgano superior en grado, la Asamblea Institucional, luego de revisar esta actuación.

iv. Para enmendar la citada resolución, la cual está viciada de nulidad absoluta, por ser inconstitucional, se requiere efectuar la acción legal ante la Procuraduría General de la República, dispuesta por los Artículos 173 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública.

ACUERDA:
I. Aspectos generales respecto a la denuncia planteada

a. Declarar que la actuación del Rector del ITCR, MSc. Eugenio Trejos Benavides, formalizada mediante la Resolución RR-191-2008 de las 11:00 a.m., del 26 de agosto de 2008, no fue equivalente ni paritaria, en lo que respecta al trato brindado entre ambos servidores públicos, el Lic. Segnini Villalobos y la Ing. Vásquez Esquivel.

En consecuencia, declarar que este hecho se constituye en una violación del Artículo 33 de la Constitución Política y del Artículo 18 inciso k del Estatuto Orgánico, por lo que dicha actuación atenta contra el principio de legalidad fundamental de los actos de la Administración, descrito en el Artículo 11 de la Constitución Política, el cual establece que “…Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede.  Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles responsabilidad penal de sus actos es pública…”.
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b. Acoger en todos sus extremos la denuncia interpuesta por la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, en lo pertinente a la violación del Artículo 18 inciso K del Estatuto Orgánico.
c. Trasladar al Directorio de la Asamblea Institucional Representativa (AIR) la denuncia interpuesta por la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, con el fin de que este órgano colegiado proceda, como en derecho corresponde, con respecto a las siguientes acciones:

i. Realizar las gestiones que corresponda para dictar una medida cautelar a favor de la denunciante, toda vez que al ser expediente de orden laboral el Consejo Institucional no cuenta con facultades suficientes para ello.
ii. Interponer ante la Procuraduría General de la República la acción legal correspondiente a lo dispuesto por los Artículos 173 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, con el fin de enmendar la resolución RR-191-2008 de las 11:00 a.m., del 26 de agosto de 2008, por estar viciada de nulidad absoluta, por ser inconstitucional y aplicar el procedimiento que corresponda para corregir lo que resulte procedente.
iii. Proceder a anular la resolución de dictado de acto final del procedimiento disciplinario de la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, visible a folios del 435 a 461, si ello es procedente, de conformidad con el resultado de la acción legal interpuesta ante la Procuraduría General de la República por el Directorio de la AIR.

iv. Determinar si el Directorio de la AIR cuenta con la competencia necesaria y suficiente para anular las actuaciones contenidas en el procedimiento disciplinario 02-2007 y proceder de conformidad con los resultados del análisis realizado, y el informe que entregue la Auditoría Interna como producto del inciso d de este acuerdo.
v. Analizar las actuaciones del Rector del ITCR en el trato brindado a los servidores públicos, el Lic. Segnini Villalobos y la Ing. Vásquez Esquivel, señalados en la presente denuncia, con el fin de determinar las posibles responsabilidades que pudieran corresponderle por dichas actuaciones dentro del ámbito competencia disciplinaria de la Asamblea Institucional.
vi. Realizar las acciones necesarias que le permitan a la AIR resolver si procede abrir una investigación preliminar al Rector por haber ejecutado, en grado de probabilidad, hechos que le podrían generar responsabilidad administrativa.
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vii. Realizar las acciones necesarias que le permitan a la Asamblea Institucional, en la instancia que corresponda, resolver los extremos tocantes a la responsabilidad administrativa generada con la presente denuncia, en su condición de superior jerárquico disciplinario del Rector, extremos en cuya resolución el Consejo Institucional es incompetente. 
viii. Realizar las acciones necesarias que le permitan a la Asamblea Institucional, investigar las denuncias planteadas en contra del Lic. Segnini y proceder, como en derecho corresponde, en caso de que a este funcionario le quepa responsabilidad administrativa por los hechos denunciados.

En este caso se debe tomar en cuenta el potencial conflicto de intereses derivado del hecho de que éste es un servidor de confianza del denunciado, razón por la que se solicita atender este extremo garantizando la objetividad y la imparcialidad que tal situación exige.
ix. Realizar las acciones necesarias que permitan determinar la procedencia de que la Asamblea Institucional, proceda a investigar las actuaciones de los demás funcionarios del Instituto mencionados en esta denuncia y proceder, como en derecho corresponde, con respecto a estos funcionarios por tales actuaciones, en caso de que les quepa responsabilidad administrativa por los hechos denunciados. 

II. Respecto a las peticiones específicas solicitadas por la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel 

Respecto a la primera petición:

d. Solicitar a la Auditoría Interna entregar al Consejo Institucional, para que este traslade al Directorio de la AIR, a más tardar el 19 de diciembre del 2008, un informe de investigación de la carga laboral asignada a la denunciante en la Sesión 01-2007, del Consejo de Escuela de Administración de Empresas, que contemple los siguientes aspectos:

i. Determinar si existieron estudios técnicos que justificaran ordenar la apertura del procedimiento disciplinario 02-2007, en contra de la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel.
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ii. Evaluar el impacto presupuestario originado por la contratación de profesores sustitutos, con la finalidad de valorar la incidencia de estos aspectos en el proceso disciplinario seguido a la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel.  

Respecto a la segunda petición:

e. Informar a la denunciante que esta petición queda debidamente atendida por medio del inciso d de este acuerdo y, en lo que respecta al Directorio de la AIR, por medio del subinciso  c.iv de este acuerdo.

Respecto a la tercera petición:

f. Informar a la denunciante que esta petición queda debidamente atendida por medio de los incisos a, b y del subinciso c.viii de este acuerdo.

Respecto a la cuarta petición:

g. Comunicar a la denunciante que esta petición queda atendida mediante los subincisos c.v hasta c.ix de este acuerdo.
Respecto a la quinta petición:

h. Manifestar a la denunciante que esta petición queda atendida mediante los subincisos c.ii y c.viii de este acuerdo.
Respecto a la sexta petición:
i. Comunicar a la denunciante que esta petición queda atendida mediante el subinciso c.iii de este acuerdo.
Respecto a la sétima petición:

j. Solicitar a la Comisión Permanente de Estatuto Orgánico, pronunciarse de conformidad con el ámbito de competencia del Consejo Institucional, respecto la solicitud de formular una modificación al Estatuto Orgánico según la cual “el Consejo Institucional en su condición de órgano pluripersonal debe agotar la vía administrativa en todos los campos, incluyendo la materia laboral”  y elaborar la correspondiente propuesta para elevarla a conocimiento de la AIR, en caso de encontrarla procedente.
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Respecto a la octava petición:

k. Solicitar a la Comisión Permanente de Estatuto Orgánico, pronunciarse con respecto a la solicitud de “creación de una instancia superior, que actúe como doble instancia en el caso de denuncias y de procedimientos disciplinarios que corresponda” y elaborar la correspondiente propuesta para elevarla a conocimiento de la AIR, en caso de encontrarla procedente.

III. Disposiciones generales 
l. Trasladar al Directorio de la Asamblea Institucional Representativa (DAIR), la denuncia interpuesta por la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, una vez que este acuerdo cuente con firmeza y se cumplan los plazos dispuestos por ley para interponer los recursos administrativos que corresponda.

m. Comunicar al denunciado MSc. Eugenio Trejos Benavides que, contra los acuerdos tomados por el Consejo Institucional cabe el recurso de revocatoria solo, o conjuntamente con el de apelación, dentro de los tres días hábiles siguientes al de la comunicación formal o notificación del acuerdo.

n. Comunicar.  ACUERDO.
BSS/cmpm
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